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En el presente Informe Jurídico, se analiza un procedimiento administrativo sancionador 

contra la empresa T.C.S.A.C., seguido por el señor J.G.P. ante la Comisión de la Oficina 

Regional del Indecopi de Piura, por presunta infracción al Código de Protección y 

Defensa del Consumidor; toda vez que, según lo señalado por el denunciante, el día 11 

de octubre de 2017, mientras se transportaba en uno de los buses de la empresa 

denunciada desde Lima con destino a Talara, el ómnibus realizó una parada 

aproximadamente a las 2:00 horas de la madrugada a la altura de Trujillo, en donde 

ingresó un pasajero, quien, invitándole una bebida, produjo que pierda el conocimiento y 

sus pertenencias sean sustraídas. Aunado a ello, recién por la reiterada insistencia de 

los pasajeros al chofer del ómnibus, lo trasladaron a un centro de salud, siendo 

posteriormente abandonado en su vivienda sin contactarse con sus familiares. Por todo 

ello, el denunciante procedió a registrar su denuncia ante la Comisaría de Talara, así 

como en el Libro de Reclamaciones de la empresa, reclamo y queja que no procedió 

según esta última. 

 

En el procedimiento, se analizó si el proveedor incurrió en infracción a los artículos 18° y 

19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, al haber efectuado una parada 

no autorizada, lo que originó que aborde un nuevo pasajero que dopó al señor J.G.P. y 

sustrajo sus pertenencias. Asimismo, por infracción a los mismos artículos, al no haber 

cumplido con brindar una atención inmediata al denunciante y haberlo abandonado en la 

puerta de su domicilio sin contactarse con sus familiares. La Comisión de la Oficina 

Regional del Indecopi de Piura declaró fundada la denuncia en ambos extremos, en tanto 

según su criterio, quedó acreditado ambos cuestionamientos, ordenando además en 

calidad de medida correctiva, que cumpla con devolver la suma de S/ 30,00 por el 

concepto del valor del boleto de viaje, así como el pago de las costas y costos del proceso 

y su inscripción en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi. 

 

Contrariamente y en mérito del recurso de apelación interpuesto por la denunciada, la 

Sala Especializada en Protección al Consumidor declaró la nulidad parcial de las 

Resoluciones N.º 01 y 0294-2019/INDECOPI-PIU, en el extremo que imputó y se 

pronunció respecto a que la empresa denunciada habría efectuado una parada no 

autorizada, generando que suba un pasajero desconocido y este dope al denunciante 

sustrayendo sus pertenencias; reformando la presunta infracción al deber general de 

seguridad, tipificado en el artículo 25° del citado texto normativo. De modo que, declaró 

infundada la denuncia por infracción de dicho artículo, en tanto no quedó acreditado que 

la denunciada haya realizado una parada no autorizada, así como revocó la resolución 

de la Comisión, declarando infundada la denuncia, en el extremo que declaró fundada la 

misma por infracción de los artículos 18° y 19°, toda vez que, no quedo acreditado que 

la empresa denunciada haya omitido brindar una atención inmediata al consumidor; 

dejando sin efecto la multa impuesta, la multa correctiva ordenada, el pago de las costas 

y costos y su inscripción en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi. 
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1. RELACIÓN DE LOS PRINCIPALES HECHOS EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

1.1 RELACIÓN DE LOS PRINCIPALES HECHOS EXPUESTOS POR EL 

DENUNCIANTE 

 

1.1.1 EN LA DENUNCIA 

 
Con fecha 18 de septiembre de 2018, el señor J.G.P. (en adelante, el denunciante) 

denunció ante la Oficina Regional del Indecopi de Piura a la empresa T.C. S.A.C. (en 

adelante, la denunciada), por presunta infracción al Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, Ley N.º 29571 (en adelante, el Código), señalando lo siguiente: 

 

i. El día 11 de octubre de 2017, mientras se transportaba en uno de los buses de la 

empresa denunciada, desde Lima a Talara, el ómnibus realizó una parada alrededor 

de las 2:00 horas de la madrugada en la ciudad de Trujillo, en donde subió un 

pasajero desconocido que se sentó a su costado. 

 

ii. Este le entabló conversación, invitándole unas galletas y una bebida que produjo que 

tiempo después pierda el conocimiento y sus pertenencias fueran sustraídas. 

 

iii. Ante lo ocurrido, recién por insistencia de los demás pasajeros al chofer del bus, fue 

transportado a un centro de salud, donde posteriormente este último lo abandonó en 

la puerta de su domicilio ubicado en Talara sin contactarse con sus familiares, y aún 

bajo los efectos de una sustancia desconocida. 

 

iv. Los mismos pasajeros, además le narraron, que dicho sujeto descendió del bus con 

sus pertenencias, las mismas que fueron detalladas en su denuncia policial, entre 

artículos personales, se encontraba la suma de S/ 450,00 soles. 

 

v. Solicita una reparación en calidad de indemnización por daños y perjuicios por el 

monto de S/ 15 000,00. 

 

1.1.2 EN SU ESCRITO ADICIONAL DE FECHA 11 DE NOVIEMBRE DE 2019 

 
Con fecha 11 de noviembre de 2019, el denunciante presentó un escrito indicando 

adicionalmente lo siguiente: 
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i. A las 2:00 horas de la mañana aproximadamente en la ciudad de Trujillo, el ómnibus 

de la empresa denunciada realizó una parada, abordando un pasajero que se sienta a 

su costado y termina dopándolo. Ratificando su versión respecto a la supuesta 

contradicción indicada por la empresa denunciada con la hora de los hechos, 

evidenciando aún más que se encontraba bajo los efectos de sustancias. 

 

ii. Corresponde a la denunciada acreditar el abordaje de pasajeros en ruta, calificando 

la suma de S/ 15 000,00 soles solicitada como indemnización por la puesta en riesgo 

a su vida. 

 

iii. El nexo entre la parada no autorizada y el pasajero que lo dopo es evidente, sin el 

primer hecho no se hubiese efectuado lo siguiente. 

 

iv. Fue dejado en la puerta de su vivienda, pese a su estado y que en la misma no se 

encontraba nadie, sin esperar a algún familiar. 

 

v. En el manifiesto de pasajeros solo podría mostrarse los que abordaron el ómnibus en 

los terminales registrados, más no los que subieron en ruta. 

 

vi. Las fotos aportadas como medios probatorios no han sido adulteradas, constituyendo 

prueba fehaciente de su mal estado. 

 

1.2 RELACIÓN DE LOS PRINCIPALES HECHOS EXPUESTOS POR EL 

DENUNCIADO 

 

1.2.1 EN LOS DESCARGOS 

 
Con fecha 19 de noviembre de 2018, la denunciada se apersonó al procedimiento y 

formuló sus descargos, indicando lo siguiente: 

 

i. Niega lo señalado por el denunciante, manifestando que, por aviso al conductor del 

estado de un pasajero, procedieron a comunicar a la policía de carreteras para 

posteriormente trasladarlo a la posta ubicada en Reque, lugar donde le prestaron 

atención médica y estando presente el chofer del ómnibus. 

 

ii. Rechaza lo manifestado por el denunciante respecto a un supuesto recojo de 

pasajeros en ruta, así como que producto de ello haya originado un dopaje y la 
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pérdida de sus pertenencias, habiendo omitido de detallar el valor de estas en su 

oportunidad. 

 

iii. Con relación al reclamo efectuado por el denunciante ante el Libro de 

Reclamaciones, reafirma el no proceder, al no haber prueba que acredite la supuesta 

inconducta de los choferes. 

 

iv. Cuestiona el plazo en que presentó el denunciante un reclamo ante el Servicio de 

Atención al Ciudadano del Indecopi, así como su denuncia ante la Comisaría de 

Talara desde que sucedieron los hechos. 

 

v. De la misma forma, objetó los medios probatorios ofrecidos por el denunciante, 

como el descanso médico, donde se indica ‘’por enfermedad’’, distinto a un supuesto 

‘’dopaje’’ originado por un pasajero en ruta. 

 

vi. Respecto a haber ingerido alguna bebida de un pasajero en ruta, cuestionó, que el 

denunciante haya accedido a recibir esta, validando dicha versión de con el 

manifiesto de los pasajeros. 

 

vii. Los conductores a cargo del servicio Lima – Talara negaron toda imputación 

respecto a un supuesto mal actuar. Por el contrario, se procedió a comunicar a la 

central de monitoreo, acompañando el conductor del ómnibus al denunciante, al 

Hospital Nacional Almanzor Aguinaga de ESSALUD. 

 

1.2.2 EN EL RECURSO DE APELACIÓN 

 
Con fecha 15 de mayo de 2019, la denunciada interpuso recurso de apelación contra 

la Resolución N.º 294-2019/CPC-INDECOPI-PIU, alegando lo siguiente: 

 

i. No está acreditado que el personal de su representada realizó una parada no 

autorizada aproximadamente a las 2:00 horas de la mañana en la ciudad de Trujillo, 

lo que produjo que un nuevo pasajero aborde, dope y sustraiga las pertenencias del 

denunciante. 

 

ii. El denunciante no ha presentado pruebas que corroboren su imputación respecto a la 

supuesta conducta denunciada, quedando simplemente versiones de parte. 
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iii. No se encuentra acreditado que su representada no haya cumplido con brindar una 

atención inmediata al denunciante, o abandonado a este en la puerta de su vivienda. 

 

iv. Se estaría vulnerando los principios de razonabilidad, proporcionalidad, licitud, 

causalidad y buena fe al poder considerarse como únicas pruebas lo señalado por el 

denunciante, negando la imputación de alguna parada no autorizada y subir pasajeros 

en ruta. 

 

v. La propuesta conciliatoria brindada por su representada, posterior a la audiencia de 

conciliación asistida por ambas partes sin llegar a un acuerdo, no fue tomada en 

cuenta por la Comisión. 

 

vi. Se evidencia una contradicción a la versión del denunciante, en tanto en la denuncia 

interpuesta se menciona que la supuesta parada en la ciudad de Trujillo fue alrededor 

de las 2:00 horas, sin embargo, en la denuncia policial se señala a las 3:00 horas. 

 

vii. El denunciante no presenta a los supuestos testigos que menciona en su denuncia, ni 

siquiera los datos de ellos a efectos de ser identificados. 

 

viii. Respecto de los bienes personales sustraídos, entre ellos el denunciante señaló la 

suma de S/ 450.00 soles, no obstante, resulta exorbitante la suma solicitada como 

indemnización ascendente a S/ 15 000,00 soles. 

 

ix. El conductor del bus acompañó al denunciante en todo momento, desde el traslado 

al hospital, como a su domicilio, donde este ingresó sin ninguna observación. 

 

x. La resolución apelada se pronuncia en base a indicios, sustentados en medios 

probatorios como un recorte periodístico, un reclamo y una denuncia que solo 

contienen una versión de parte, evidenciándose que esta carece de motivación, así 

como de objetividad. 

 

xi. Lo indicado por la Comisión respecto a no desvirtuar las imágenes presentadas por 

el denunciante no resulta verdad, puesto que se ha asegurado en todo momento que 

no hubo recojo de pasajeros en ruta. 

 

xii. No se presentó el sistema de control y monitoreo inalámbrico a efectos de acreditar 

que no hubo alguna parada no autorizada ya que el proveedor de este ya no es su 
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operador, por lo que, si la Comisión mantenía dudas, debió solicitar dicha 

información a la autoridad competente, SUTRAN. Asimismo, la Comisión no 

requirió a su representada el manifiesto de pasajeros, como a la Comisaría de Talara 

el estado actual de la denuncia interpuesta en su momento. 

 

xiii. No existe contradicción alguna respecto al traslado del denunciante a los centros 

médicos, primero se solicitó apoyo policial, llevándolo a la posta más cercana 

ubicada en Reque, para posteriormente por recomendación médica, derivarlo al 

Hospital de Essalud de Chiclayo. 

 

xiv. Si se cuenta con un protocolo de emergencia, evidenciándose la atención brindada 

al denunciante hasta el ingreso a su vivienda. 

 

xv. La sanción impuesta por la Comisión inobserva los principios que rigen el 

procedimiento administrativo, justamente contra la esencia del principio de 

razonabilidad. 

 

2. IDENTIFICACIÓN, ANÁLISIS Y POSICIÓN FUNDAMENTADA DE LOS 

PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

2.1 CON RELACIÓN A LA PRESUNTA INFRACCIÓN A LOS ARTÍCULOS 18° Y 

19° DEL CÓDIGO DE PROTECCIÓN Y DEFENSA DEL CONSUMIDOR 

 

La Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Piura analizó e indicó, en base 

a lo imputado por la Secretaría Técnica, lo siguiente: 

 

En el presente caso se discute si la empresa denunciada efectuó una parada no 

autorizada en ruta a la altura de la ciudad de Trujillo aproximadamente a las 2:00 horas 

de la mañana, lo que produjo que el denunciante fuese dopado y sus pertenencias sean 

sustraídas. 

 

Con relación a ello, la Comisión consideró, en un sentido genérico que, el supuesto 

hecho contra el denunciante, debía analizarse por presunta infracción a los artículos 18° 

y 19° del Código. 

 

En ese sentido, es pertinente traer a colación lo dispuesto en el Código de Protección 

y Defensa del Consumidor en sus artículos 18° y 19°: 
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Artículo 18.- Idoneidad 

 
Se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo que un consumidor espera y lo que 

efectivamente recibe, en función a lo que se le hubiera ofrecido, la publicidad e información 

transmitida, las condiciones y circunstancias de la transacción, las características y naturaleza 

del producto o servicio, el precio, entre otros factores, atendiendo a las circunstancias del caso. 

 

Artículo 19.- Obligación de los proveedores 

 
El proveedor responde por la idoneidad y calidad de los productos y servicios ofrecidos; por la 

autenticidad de las marcas y leyendas que exhiben sus productos o del signo que respalda al 

prestador del servicio, por la falta de conformidad entre la publicidad comercial de los productos 

y servicios y éstos, así como por el contenido y la vida útil del producto indicado en el envase, 

en lo que corresponda. 

 

En el presente caso, existió una evidente vulneración al consumidor, ya que abordó 

el bus de la denunciada con destino a la ciudad de Talara y fue en el trayecto del viaje, 

es decir durante el servicio prestado por la empresa denunciada, donde pierde el 

conocimiento y denuncia, además, la sustracción de sus pertenencias. Hecho que 

necesariamente tuvo que investigar la denunciada, sustentando debidamente sus 

conclusiones a efectos de brindar una respuesta al señor de lo ocurrido con su persona. 

 

Sin embargo, y como se mencionó en los párrafos precedentes, la Comisión 

determinó de forma genérica tal hecho como infracción a los artículos 18° y 19° respecto 

a la idoneidad de los productos y servicios, inobservando el artículo 25° del mismo 

cuerpo normativo, el mismo que establece lo siguiente: 

 

Artículo 25.- Deber general de seguridad 

Los productos o servicios ofertados en el mercado no deben conllevar, en condiciones de 

uso normal o previsible, riesgo injustificado o no advertido para la salud o seguridad de los 

consumidores o sus bienes. 

 

Al respecto, el riesgo injustificado o no advertido para la salud o seguridad que se 

menciona en dicho artículo, se compara con lo ocurrido con el denunciante, lo que 

precisaría la presunta infracción cometida por la denunciada, al calzar el primer 

cuestionamiento efectuado por la Comisión, como contravención al artículo 25° del 

Código de Protección y Defensa del Consumidor, en exclusión a lo dispuesto por los 

artículos 18° y 19° de dicho dispositivo legal. 
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2.2 CON RELACIÓN AL RECLAMO Y QUEJA EFECTUADO POR EL SEÑOR 

J.G.P. A LA EMPRESA T.C. S.A.C. 

 
El reclamo y queja son definidos por el Reglamento del Libro de Reclamaciones del 

Código de Protección y Defensa del Consumidor en su artículo 3°, numerales 3 y 4. 

 

En efecto, Zumaeta Reyna (2018) afirma: 

 
El consumidor presentará un reclamo cuando no esté conforme con el producto 

adquirido o servicio prestado; mientras que, el consumidor presentará una queja para 

expresar su malestar respecto de algún tema que no tenga que ver directamente con 

el giro del negocio, pudiendo ser un malestar frente a una mala atención (p. 21). 

 

En atención a lo expuesto y según Hoja de Reclamación N.º 000011 de fecha 14 de 

octubre de 20171 adjuntado como medio probatorio a la denuncia, el denunciante, 

presentó ante la empresa, tanto un reclamo como una queja, al señalar que, se expuso su 

integridad física, así como por no habérsele brindado la asistencia médica adecuada. 

 

Al respecto, la empresa denunciada, mediante Carta de respuesta de 9 de noviembre 

de 2017, atendió la citada Hoja de Reclamación efectuada por el denunciante, señalando 

entre otros aspectos, lo siguiente: 

 

- Los conductores a cargo del servicio Lima – Talara negaron las imputaciones respecto al 

recojo de pasajeros en alguna parada no autorizada, así como la omisión al deber de 

prestarle auxilio. Lo primero que efectuaron fue comunicar a la Central de Monitoreo y 

trasladarlo al centro médico de Essalud Hospital Nacional Almanzor Aguinaga para después 

ser acompañado por el chofer del ómnibus hasta su destino, la ciudad de Talara. 

 

- Se ha validado con el manifiesto de pasajeros respecto a no haber subido pasajeros en rutas 
 

 

1 Documento obrante en el presente expediente administrativo. En su numeral tercero, ‘’detalle y pedido’’ señala 

textualmente lo siguiente: 

 

‘’DETALLE: QUÉ HABIENDO VIAJADO EN LA RUTA LIMA TALARA SE RECOGIERON PASAJEROS EN RUTA, UNO 

DE ELLOS ME DOPÓ Y COMO CONSECUENCIA ME ROBÓ MIS PERTENENCIAS, AL TENER CONOCIMIENTO EL 

CHOFER ME BOTÓ EN LA AGENCIA EPPO HASTA LAS 6 PM, EL MISMO QUE VIAJÓ CONMIGO 

ACOMPAÑÁNDOME A RECOGER MIS PERTENENCIAS A LA AGENCIA CIVA – TALARA A LAS 8 APROX. DE LA 

NOCHE DÁNDOME LA CANTIDAD DE DOS CIENTOS NUEVOS SOLES PARA QUE NO HAGA LA DENUNCIA 

PORQUE SEGÚN EL LO IBAN A VOTAR DEL TRABAJO. 

PEDIDO: -EXIJO QUE SE ME DEVUELVAN TODOS LOS BIENES QUE SE ME HURTARON EN EL TRAYECTO 

- REVISIÓN MÉDICA 

- GASTOS Y HONORARIOS DE RENUNCIA 

- SANCIÓN AL CONDUCTOR.’’ 
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no autorizadas. Por ende, se desconoce qué persona pudo provocar su mal estado de salud, 

ni siquiera siendo identificado por el señor J.G.P. 

 

- Se observa una conducta negligente por parte del reclamante al consumir alimentos por una 

persona sin identificar, terminando supuestamente dopado y sustraído de sus pertenencias, 

las cuales no declaró según cláusulas de contratación; por lo que la empresa no tenía 

conocimiento. 

 

- No procede su reclamo respecto a su solicitud de reintegrar los supuestos gastos 

ocasionados. 

 

La empresa denunciada negó lo solicitado por el denunciante, basándose en los 

descargos efectuados por los choferes encargados del servicio Lima – Talara, agregando 

además un supuesto manifiesto de pasajeros, cuyo contenido se desconoce pues de la 

verificación del expediente administrativo, no se evidencia muestra de ello, así como si 

quiera haberlo presentado adjunto a la Carta de respuesta al denunciante. 

 

La finalidad de efectuar algún reclamo o queja en el Libro de Reclamaciones claro 

está, es poder expresar la disconformidad del consumidor frente a un servicio brindado o 

producto adquirido, lo que produce automáticamente en el proveedor, la responsabilidad 

de brindar -o tratar de brindar oportuna y eficazmente - una solución al reclamante, así 

como intentar resolver la discrepancia producida en la relación de consumo. 

 

Teniendo en consideración lo dispuesto por el artículo 24° del Código, ante un 

reclamo formulado por un consumidor insatisfecho, el proveedor se encuentra en la 

obligación de responder de forma íntegra a cada punto comprendido del reclamo, 

comunicando al reclamante respecto a su proceder o no, con el debido sustento. 

 

De la respuesta remitida por la empresa al denunciante, si bien es cierto, respondió 

a la totalidad de cada punto comprendido del reclamo formulado, se aprecia una omisión 

en intentar brindar alguna solución efectiva o al menos mínima al denunciante. Según lo 

relatado, no está en cuestionamiento que, en el trayecto del viaje Lima - Talara, sucedió 

un hecho que produjo que el denunciante se encuentre en un mal estado de salud, lo que 

corresponde por parte de dicha empresa realizar las indagaciones necesarias a efectos de 

responder las interrogantes que derivaron tal situación y justamente adjuntar lo 

correspondiente para generar credibilidad en su posición. 
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Asimismo, ciertamente no es necesario que el proveedor responda a la queja 

formulada en el Libro de Reclamaciones, sin embargo, no quita el apoyarse sobre esta 

para mejorar la atención a sus próximos consumidores y evitar algún tipo de situación 

similar en el futuro. 

 

Sin perjuicio de lo señalado y como sucedió en el presente caso, al no resultar 

favorable para el denunciante, acudió ante el Servicio de Atención al Ciudadano del 

Indecopi a efectos de presentar su reclamo (al considerar que se vulneraron sus derechos 

como consumidor), para posteriormente presentar su denuncia administrativa, 

procedimiento de naturaleza sancionadora. 

 

2.3 CON RELACIÓN A LA DENEGATORIA AL RECURSO DE APELACIÓN Y 

POSTERIOR NULIDAD DE LA DENEGATORIA 

 

Con fechas 15 de mayo (virtual) y 17 de mayo de 2019 (escrito físico), la empresa 

interpuso recurso de apelación contra la Resolución N.º 294-2019/CPC-INDECOPI-PIU 

emitida por la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi Piura. 

 

En atención a la apelación presentada y que se notificó debidamente a la empresa 

con fecha 23 de abril de 2019, la Comisión mediante Resolución N.º 127-2019/ST- 

INDECOPI-PIU-DENEGATORIA de fecha 22 de mayo de 2019, resolvió denegar el 

recurso de apelación por ser extemporáneo, considerando que se presentó con fecha 17 

de mayo de 2019. 

 

En procedimientos administrativos respecto a protección al consumidor llevados a 

cabo en el Indecopi, el artículo 38° del Decreto Legislativo N.º 807, Ley sobre 

Facultades, Normas y Organización del Indecopi señala que el único recurso impugnativo 

es el de apelación. Asimismo, el numeral segundo del artículo 218° del Texto Único 

Ordenado de la Ley N.º 27444 estable que, el término para la interposición de los recursos 

es de quince (15) días perentorios. 

 

Siguiendo esa línea, el numeral tercero del artículo 123° de la Ley N.º 27444 – Ley 

de Procedimiento Administrativo General2 establece que, al emplearse medios de 

 

2 TEXTO ÚNICO ORDENADO DE LA LEY 27444 – LEY DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

GENERAL, APROBADO POR DECRETO SUPREMO 004-2019-JUS. Artículo 134. Recepción por transmisión de 

datos a distancia. 

Artículo 134.3- Cuando se emplean medios de transmisión de datos a distancia, debe presentarse físicamente dentro del 

tercer día el escrito o la resolución respectiva, con cuyo cumplimiento se le entenderá recibido en la fecha de envío del correo 



  Expediente Administrativo N.º 410-2018/CPC-INDECOPI-PIU  

Página | 10 

 

 

 

transmisión a distancia, se debe presentar de manera física el escrito dentro del tercer día, 

entendiendo como fecha de recepción la del envío digital, en concordancia con el artículo 

2° de la Directiva N.º 006-2015-TRI-INDECOPI ‘’Directiva que establece reglas 

aplicables para la recepción de documentos por medios de transmisión a distancia 

dirigidos a los órganos resolutivos del Indecopi’’, en cuyo contenido indica que se 

permite al administrado la presentación de documentos por vía electrónica, teniendo que 

regularizar este con la presentación física ante la respectiva Unidad de Trámite 

Documentario del Indecopi dentro del plazo de tres días hábiles al envío. 

 

De acuerdo con las normas citadas, se permitía al administrado el uso de medios 

tecnológicos para la remisión de escritos, siempre y cuando validara tal acción con la 

presentación del respectivo documento de forma presencial en las Oficinas del Indecopi. 

 

En ese sentido y como se evidencia del documento ‘’Registro de documento 

satisfactorio’’ adjuntado por la empresa, esta última remitió el recurso de apelación con 

fecha 15 de mayo de 2019 al correo electrónico: operacionesenlinea@indecopi.gob.pe. 

 

En efecto, la Resolución N.º 294-2019/CPC-INDECOPI-PIU fue notificada con 

fecha 23 de abril de 2019 a la empresa denunciada, teniendo como plazo máximo para 

apelar hasta el 15 de mayo de 2019 (15 días hábiles), día en que justamente la empresa 

presentó su apelación virtualmente y validó dicha fecha de presentación con la remisión 

del escrito presencial el día 17 de mayo de 2019 (al segundo día hábil), conforme lo 

establece el artículo 123° de la Ley N.º 27444 – Ley de Procedimiento Administrativo 

General, en concordancia con el artículo 2° de la Directiva N.º 006-2015-TRI- 

INDECOPI. 

 

De acuerdo con lo expuesto líneas arriba, la Comisión de la Oficina Regional del 

Indecopi de Piura no realizó una correcta verificación de los actuados, considerando 

como fecha de presentación del recurso de apelación, una fecha posterior y errónea; 

originando que la denunciada. presente una solicitud de nulidad con fecha 10 de junio de 

2019 contra la Resolución N.º 127-2019/ST-INDECOPI-PIU-DENEGATORIA, 

alegando vulneración al debido procedimiento. 

 

Considerando el último escrito presentado por la empresa, así como los actuados, 
 

 

electrónico o facsímil. (El subrayado es agregado). 

mailto:operacionesenlinea@indecopi.gob.pe
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con fecha 19 de junio de 2019, la Comisión declaró la nulidad de la Resolución N.º 127- 

2019/ST-INDECOPI-PIU-DENEGATORIA, por lo que concedió el recurso de apelación 

interpuesto por la empresa denunciada contra la Resolución N.º 294-2019/CPC- 

INDECOPI-PIU y resolvió elevar el expediente a la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor. 

 

3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

3.1 CON RELACIÓN A LA RESOLUCIÓN N.º 294-2019/INDECOPI-PIU 

(PRIMERA INSTANCIA) 

 

La Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Piura, mediante Resolución N.º 

294-2019/INDECOPI-PIU de fecha 10 de abril de 2019, emitió el siguiente 

pronunciamiento respecto a la denuncia y sanción: 

 

i. Declarar fundada la denuncia interpuesta por el denunciante en contra de la 

denunciada por infracción a los artículos 18° y 19° del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, en tanto quedó acreditado que el proveedor efectuó una 

parada no autorizada, a la altura de la Ciudad de Trujillo aproximadamente a las 

2:00 horas de la mañana, lo que generó que el denunciante sea dopado por un 

pasajero desconocido que abordó el ómnibus y además le sustrajo sus 

pertenencias. 

 

ii. Sancionar a la denunciada, con una multa de dos (02) UIT por infracción a los 

artículos 18° y 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor en el 

extremo referido a la parada no autorizada y la consecuencia del dopaje y 

sustracción de pertenencias para el denunciante. 

 

iii. Declarar fundada la denuncia presentada por el denunciante, en contra de la 

empresa denunciada, en tanto quedó acreditado que el proveedor no cumplió con 

brindar una atención inmediata al denunciante, asimismo lo abandonaron en la 

puerta de su domicilio sin contactarse con sus familiares. 

 

iv. Sancionar a la empresa denunciada, con una multa de dos (02) UIT por infracción 

a los artículos 18° y 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor en 
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el extremo referido a la omisión de brindar una atención inmediata al denunciante, 

así como el abandono en la puerta de su domicilio sin contactarse con sus 

familiares. 

 

Previo al análisis respecto a mi posición, resulta necesario referirse a la competencia 

del Indecopi en materia de transporte y tránsito terrestre. En ese sentido, conforme lo 

establece el artículo 20° de la Ley N.º 27181, Ley General de Transporte y Tránsito 

Terrestre, en concordancia con lo dispuesto por el artículo 8° del Texto Único Ordenado 

del Código de Tránsito aprobado mediante Decreto Supremo N.º 016-2009-MTC, son 

aplicables en materia de transporte y tránsito terrestre, las normas generales sobre 

protección al consumidor, siendo además la Comisión de Protección al Consumidor del 

Indecopi, el ente competente para la supervisión de su cumplimiento. 

 

Posición: 

 
Al respecto, mi posición frente a lo resuelto por la Comisión abarca diversos puntos, 

que reflejan mi discrepancia, en base a lo siguiente: 

 

En principio, lo determinado por la Comisión se basa en haberse acreditado ambas 

infracciones, es decir, tanto la supuesta parada no autorizada efectuada por el ómnibus 

que originó el dopaje y sustracción de las pertenencias del denunciante, como la omisión 

de brindarle atención inmediata y dejarlo abandonado en la puerta de su domicilio sin 

contactarse con sus familiares. 

 

a) Respecto a la parada no autorizada efectuada por el personal de la 

denunciada que originó el dopaje y sustracción de pertenencias al denunciante: 

 

Como precisión breve y precedente al análisis en ese extremo, una ‘’parada no 

autorizada’’ evidentemente tiene implicancias en materia de protección al consumidor, 

reforzando tal idea adversa desde la prohibición del uso de la vía púbica como terminal 

terrestre o estación de ruta, establecida en el numeral 5 del artículo 33° del Reglamento 

Nacional de Administración de Transporte, aprobado por Decreto Supremo N.º 017- 

2009-MTC3. 

 

 
 

3 Como se indicó, una de las autoridades competentes aplicando las normas generales de protección al consumidor en materia 

de transporte tránsito terrestre es el Indecopi, no obstante, resulta necesario de indicar el desarrollo comprendido por la 

norma sectorial con relación a la prohibición de detenerse en una vía pública. 
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Ahora bien, para acreditar la infracción a los artículos 18° y 19° del Código, la 

Comisión se basó en una serie de indicios, construidos en virtud de los siguientes medios 

probatorios que obran en el expediente administrativo: i) El boleto de viaje del 

denunciante para la ruta Lima – Talara, ii) La Hoja de Reclamación N.º 000011 del 14 

de octubre de 2017 en donde el denunciante dejó constancia de la situación ocurrida 

durante el viaje, iii) La denuncia policial efectuada en la Comisaría de Talara, cuyo 

contenido guarda similitud y coherencia con el reclamo y, iv) Las notas periodísticas que 

muestran que otra persona se vio afectada en circunstancias similares en un ómnibus de 

la empresa denunciada. 

 

En ese sentido, la Comisión destacó dichos medios probatorios como ‘’indicios’’ 

para acreditar las infracciones cometidas por la denunciada, pese a que, en el mismo 

contenido de la Resolución, fundamento 27, se indica que, resulta poco probable que 

exista medio probatorio que acredite fehacientemente la infracción. 

 

Al respecto, el artículo 276° del Texto Único Ordenado del Código Procesal Civil 

establece que el indicio refiere a aquel acto, circunstancia o signo suficientemente 

acreditados a través de los medios probatorios, que adquieren significación en su 

conjunto cuando conducen al Juez a la certeza en torno a un hecho desconocido 

relacionado con la controversia. 

 

Por otro lado, el artículo 104° del Código establece que el proveedor es 

administrativamente responsable por la falta de idoneidad o calidad sobre un producto o 

servicio determinado, siendo exonerado de responsabilidad administrativa si logra 

acreditar la existencia de una causa objetiva, justificada y no previsible que configure 

ruptura del nexo causal por caso fortuito o fuerza mayor, de hecho determinante de un 

tercero o la imprudencia del propio consumidor afectado. 

 

Sobre el particular, la Sala Especializada en Protección al Consumidor, mediante 

Resolución N° 1583-2013/SPC-INDECOPI de 19 de junio de 2013, se pronunció 

respecto a lo siguiente: 

 

Las empresas dedicadas al servicio de transporte terrestre, además de tener el deber 

de trasladar a los pasajeros al destino previamente pactado, están obligadas 

implícitamente a brindar seguridad a los usuarios durante el viaje, desde el punto de 

partida al punto de arribo, a efectos de resguardar su integridad y prevenir la pérdida 
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o robo de sus pertenencias. Si cumple con tales parámetros, se puede afirmar que la 

empresa cumplió con prestar un servicio idóneo en favor de los consumidores. 

 

Corresponde entonces verificar, si existe un defecto en el servicio brindado al 

consumidor. De las versiones relatadas por ambas partes, tanto en la denuncia del 

denunciante, como en los descargos efectuados por la denunciada, se concluye que en el 

transcurso del viaje Lima – Talara, el denunciante efectivamente, sufrió un incidente 

contra su salud, lo que provocó que sea derivado a un centro médico. 

 

Ahora bien, en los descargos efectuados por la denunciada, si bien negó lo relatado 

por el denunciante respecto a una parada no autorizada, aunado a lo que indica el artículo 

196° del Texto Único del Código Procesal Civil4, de aplicación supletoria respecto a la 

carga de la prueba, no acreditó en los medios probatorios remitidos, la negativa ante la 

supuesta falta de idoneidad, persistiendo únicamente declaraciones de ambas partes. 

 

Asimismo, el numeral 1.11 del artículo IV del Texto Único Ordenado de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General recoge el principio de verdad material, en virtud 

del cual la autoridad administrativa competente deberá de verificar plenamente los 

hechos que sirven de motivo a sus decisiones, en concordancia con el artículo 171° del 

referido cuerpo normativo, y el contenido del artículo 3° del Decreto Legislativo N.º 807 

que establece que las Comisiones podrán solicitar información a cualquier organismo 

público y cruzar los datos recibidos con aquéllos que obtengan por otros medios. 

 

En esa misma línea, la Quinta Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo 

con Subespecialidad en Temas de Mercado a propósito de la Sentencia de Vista del 

Expediente 7169-2014, indicó que: 

 

La carga de la prueba en los casos de supuesta infracción a las normas de protección 

al consumidor en el extremo del cumplimiento de la obligación con el deber de 

idoneidad en el ofrecimiento del producto o servicio recae sobre el proveedor. (El 

subrayado es propio) 

 
 

4 TEXTO ÚNICO ORDENADO DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL APROBADO POR RESOLUCIÓN 

MINISTERIAL N° 010-93-JUS. 

Artículo 196.- Carga de la prueba 

Salvo disposición legal diferente, la carga de probar corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión, o a 

quien los contradice alegando nuevos hechos. 

 
(…) 
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En ese sentido, si bien la carga de la prueba respecto al cumplimiento de la 

obligación con el deber de idoneidad en el servicio, correspondía a la denunciada, debido 

a la naturaleza de los hechos relatados y la insuficiencia por parte de los medios 

probatorios obrantes en el expediente administrativo, la Comisión debió impulsar de 

oficio la carga de la prueba, ya sea formulando requerimientos de información, 

incluyendo a la empresa denunciada a efectos de que esta remita mayor documentación, 

como el sistema de monitoreo inalámbrico a través del llamado GPS, o algún otro 

mecanismo para el monitoreo del transporte. 

 

Otro punto necesario de analizar es respecto a la teoría de la carga de la prueba 

dinámica, Daniel y Cueva Quispe (2019) señaló lo siguiente: 

 

(…) debe aportar el medio probatorio quien se encuentra en mejor posición. 

Asimismo, la aplicación de esta teoría genera mayor participación de todas las partes 

en la actividad probatoria por lo que puede ser empleado en procesos complejos y 

especiales puesto que permite alcanzar un dictamen justo, respaldado en la realidad 

de los hechos (p. 21). 

 

Siguiendo esa misma línea, el Tribunal Constitucional en un pronunciamiento a 

propósito de un proceso de Amparo seguido por don Victor Augusto Morales Medina, 

signado con el expediente 1176-2004-AA/TC, señaló: 

 

La carga probatoria dinámica significa un apartamiento de los cánones regulares de 

la distribución de la carga de la prueba cuando ésta arroja consecuencias 

manifiestamente disvaliosas para el propósito del proceso o procedimiento, por lo 

que es necesario plantear nuevas reglas de reparto de la imposición probatoria, 

haciendo recaer el onus probandi sobre la parte que está en mejores condiciones 

profesionales, técnicas o fácticas para producir la prueba respectiva. 

 

En el presente caso, quien se encontraba, evidentemente, en una mejor posición de 

probar sus declaraciones, era efectivamente la denunciada, ya sea con el manifiesto de 

pasajeros indicado en sus descargos (documento no adjuntado pese a haber sido 

mencionado), el sistema y monitoreo inalámbrico o algún otro medio probatorio que 

sustente su negativa frente a las infracciones. 

 

Frente a los hechos, se puede deducir que no está en discusión que el denunciante 
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tenía como destino la ciudad de Talara, embarcándose desde Lima y fue a horas de la 

madrugada entre Trujillo y Reque, en donde sucedieron anomalías contra su persona, 

anomalías que pueden o no formar parte directamente del nexo causal respecto a la falta 

de idoneidad. Sin embargo, dicho nexo no termina de ser demostrado fehacientemente, 

persistiendo un escenario débil de medios probatorios que no acreditan por si solos o en 

conjunto las infracciones a los artículos 18° y 19° del Código por parte de la denunciada. 

 

Sin perjuicio de lo expuesto, en los párrafos precedentes se analizó respecto al deber 

de seguridad, tipificado en el artículo 25° del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, particularidad no abordada por la Comisión, pese a que los hechos 

relatados, constituían presuntamente una afectación a la salud del consumidor originado 

en el trayecto del servicio prestado por la denunciada. 

 

b) Respecto a la omisión de brindar una atención inmediata al denunciante, así 

como haberlo abandonado en la puerta de su domicilio sin contactarse con sus 

familiares: 

 

A su vez, a efectos de acreditar las infracciones a los artículos 18° y 19° del Código, 

la Comisión utilizó el criterio de la inversión de la carga de la prueba respecto a la 

comprobación de un hecho negativo como ‘’no haber brindado una atención inmediata 

(…)’’, en el presente caso entonces correspondía a la denunciada acreditar que 

efectivamente cumplió con brindar la debida atención al denunciante, en virtud de que 

dicha empresa se encontraba en una mejor posición con relación al manejo de 

información y medios disponibles. 

 

En atención a ello, la Comisión partió desde la situación de dopaje al denunciante, 

para entender la urgencia de requerir una atención médica inmediata. De la verificación 

al expediente administrativo, la empresa denunciada adjuntó como parte de sus medios 

probatorios, el documento ‘’Informe/Descargo Piloto’’ del 11 de octubre de 2017 suscrito 

por uno de los choferes del ómnibus, en el cual se indica que, al tomar conocimiento de 

lo ocurrido con el denunciante, solicitaron apoyo policial para dirigirse a la Posta de 

Reque y posteriormente trasladarlo a un Hospital de Essalud de Chiclayo. Asimismo, en 

sus descargos, la denunciada precisó que, el personal al percatarse del acontecimiento, 

avisaron a la central de monitoreo, siendo asistido por el chofer para trasladarlo al 

Hospital Nacional Almanzor Aguinaga de Chiclayo. 
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Para la Comisión, tales versiones no resultaron coherentes respecto al traslado del 

denunciante, recogiendo finalmente como criterio que el denunciante fue atendido 

únicamente en el Hospital Nacional Almanzor Aguinaga de Chiclayo (considerando que 

solo se mencionó ello en los descargos como la ‘’Receta Médica Múltiple’’ ofrecida 

como medio probatorio), por lo que no se terminó por acreditar que el señor fue atendido 

en el centro médico más próximo (la posta de Reque). 

 

Sin embargo, mi posición es recoger un criterio que aproxima tales versiones como 

complementarias en vez de contradictorias. La denunciada en los antecedentes de sus 

descargos, si indicó que el denunciante fue atendido en la Posta de Reque, lugar más 

próximo a efectos de prestarle auxilio y posteriormente por indicaciones médicas, fue 

atendido en el Hospital de Essalud de Chiclayo, ante ello, la Comisión al no diferenciar 

medio probatorio que sostenga directamente su relato, afirma una contradicción y 

argumenta la infracción cometida por la denunciada. 

 

Sobre el particular, si bien no se evidencia a mi criterio, elemento capaz de sustentar 

que la denunciada brindó una atención inmediata al señor J.G.P., de igual modo el 

criterio utilizado por la Comisión resulta incorrecto. 

 

Respecto al extremo consistente en el abandono del denunciante en la puerta de su 

domicilio sin contactarse con sus familiares, la Comisión continuó en la misma dirección 

de la carga probatoria por parte del proveedor, y ya que una vez más la denunciada no 

abogó su relato con el debido sustento probatorio para acreditar que no hubo un 

abandono, así como la comunicación a sus familiares, se consideró declarar fundada la 

denuncia por las infracciones 18° y 19° del Código. 

 

En base a lo expuesto es que mi posición resulta discordante frente al análisis 

efectuado por la Comisión nuevamente en ese extremo, al valorar incorrectamente lo 

formulado por la empresa denunciada tanto en sus descargos como en sus medios 

probatorios, frente al cuestionamiento de la atención inmediata al denunciante. Si bien a 

mi criterio no hay elemento que sustente que la denunciada brindó una debida atención 

al denunciante (por los medios probatorios que en el próximo punto desglosare), resulta 

inaceptable que la Comisión pueda partir de una contradicción mal evaluada, sin antes 

constatar debidamente las versiones. 

 

Sin perjuicio de lo expuesto, si bien expresé mi discrepancia frente al análisis 
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realizado por la Comisión, resulta innegable de afirmar, a mi criterio, la actuación 

procesal de la denunciada con el ofrecimiento de medios probatorios. Al respecto y en 

ese extremo resuelto, es pertinente mencionar que la Receta Médica Múltiple emitida por 

el Hospital de Essalud de Lambayeque y ofrecida como medio probatorio por la empresa 

denunciada, constataría únicamente la atención médica en dicho centro médico, más no 

en la Posta de Reque, tal como se indicó en su oportunidad por la Comisión y objeto de 

análisis en los próximos apartados. 

 

3.2 CON RELACIÓN A LA RESOLUCIÓN N.º 3678-2019/SPC-INDECOPI 

(SEGUNDA INSTANCIA) 

 

La Sala Especializada en Protección al Consumidor del Tribunal de Defensa de la 

Competencia y Defensa de la Propiedad Intelectual, mediante Resolución N.º 3678- 

2019/SPC-INDECOPI de fecha 27 de diciembre de 2019, emitió el siguiente 

pronunciamiento: 

 

i. DECLARAR la nulidad parcial de las Resoluciones N.º 1 del 10 de octubre de 

2018 y N.º 0294-2019/INDECOPI del 10 de abril de 2019, emitidas por la 

Secretaría Técnica de la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Piura y 

la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Piura respectivamente, en el 

extremo que imputó sobre la denuncia interpuesta por el denunciante referida a 

que la denunciada efectuó una parada no autorizada que originó que un pasajero 

desconocido aborde el bus, y posteriormente haya dopado al denunciante y 

sustraído sus pertenencias, analizando dicho escenario como presunta infracción 

al artículo 19° del Código. Atendiendo que constituía una presunta infracción del 

deber de seguridad, tipificado en el artículo 25° del Código. 

 

Posición: 

 
En efecto, la Sala Especializada en Protección al Consumidor consideró, bajo el 

análisis de un anterior pronunciamiento5 emitido por el mismo colegiado que, el extremo 

referido a la parada no autorizada que conllevó el dopaje y sustracción de pertenencias 

del denunciante, correspondía tipificarlo como infracción al artículo 25° del Código (al 

 

5 El Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual mediante Resolución N° 0171-2018/SPC- 

INDECOPI analizó bajo el principio de especialidad, considerar la amplia gama de tipos legales específicos que ofrece el 

Código a efectos de calzar cada supuesto real a la norma. 
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recaer sobre una eventual afectación de la integridad y salud del consumidor), más no 

como infracción a los artículos 18° y 19° de dicho cuerpo normativo. 

 

Bajo esa línea y el análisis comprendido respecto al deber de seguridad abordado, 

mi posición respalda lo detallado en ese extremo. 

 

La Secretaría en su momento no dio cuenta de una correcta tipificación, siguiendo la 

misma línea por la Comisión. Inclusive, la Sala, mediante fundamentos 30 y 32 de la 

Resolución N.º 0171-2018/SPC-INDECOPI, considera poder tomar en cuenta los 

artículos 18° y 19° del Código en caso no se pueda acreditar el riesgo o peligro 

injustificado del servicio, no obstante, al momento de sancionar, la autoridad debe optar 

por el tipo especifico. Sin embargo, en el presente caso, no se halla una confusión o duda 

respecto al riesgo o peligro injustificado expuesto al denunciante, toda vez que, de los 

relatos de ambas partes, se precisa el mal estado de dicho señor ocasionado en el 

transcurso del viaje. 

 

ii. En vía de integración, DECLARAR INFUNDADA la denuncia interpuesta por 

el denunciante, por infracción al artículo 25° del Código, al no haber quedado 

acreditado que la empresa denunciada efectuó una parada no autorizada, lo que 

originó que un pasajero desconocido aborde el bus, y posteriormente haya dopado 

al denunciante y sustraído sus pertenencias. 

 

Posición: 

 
Atendiendo a la nulidad parcial efectuada y al desarrollo del proceso bajo el artículo 

19° en un sentido amplio, la Sala consideró bajo los lineamientos del artículo 227° del 

Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General6 y del 

principio de eficacia establecido en el numeral 1.10 del artículo IV del mismo cuerpo 

normativo que, al contar con los suficientes elementos en el expediente y que la empresa 

denunciada ejerció válidamente su derecho de defensa, correspondía al colegiado evaluar 

y emitir un pronunciamiento a la presunta infracción del artículo 25° del Código. 

 

 
 

6 TEXTO ÚNICO ORDENADO DE LA LEY 27444 – LEY DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

GENERAL, APROBADO POR DECRETO SUPREMO 004-2019-JUS. Artículo 227. Resolución 

Artículo 227.2 Constatada la existencia de una causal de nulidad, la autoridad, además de la declaración de nulidad, resolverá 

sobre el fondo del asunto, de contarse con los elementos suficientes para ello. Cuando no sea posible pronunciarse sobre 

el fondo del asunto, se dispondrá la reposición del procedimiento al momento en que el vicio se produjo. (El énfasis y 

subrayado es agregado). 
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El criterio del Tribunal para declarar infundada la denuncia del denunciante fue partir 

de la idea que la empresa cuestionó la acreditación del defecto, es decir el dopaje por una 

tercera persona que subió producto de una parada no autorizada, así como por negar toda 

responsabilidad producto del suceso con el denunciante. De igual modo, de la 

verificación a los medios probatorios ofrecidos en el presente procedimiento 

administrativo sancionador, el colegiado advirtió más que ‘’declaraciones de parte’’ y, 

en atención al principio de presunción de licitud terminó por considerar que no obran 

medios probatorios en el expediente que permita emitir un fallo condenatorio como 

infracción del artículo 25° del Código. 

 

En ese sentido, es necesario considerar lo dispuesto por el artículo 25° del Código 

de Protección y Defensa del Consumidor, el análisis efectuado respecto al mencionado 

texto en el presente trabajo7, el principio de verdad material establecido en el artículo 

1.11 del artículo IV del Texto Único Ordenado de la Ley de Procedimiento 

Administrativo General8, el principio de impulso de oficio definido por el numeral 1.3 

del artículo IV del mismo texto normativo9, así como el desarrollo precedente 

relacionado a la carga probatoria10, a efectos de sustentar mi desacuerdo con la 

evaluación construida por la Sala, al igual que su decisión final formulada en ese 

extremo. 

 

Evidentemente, de los medios probatorios que obran en el expediente administrativo, 

no se puede ‘’acreditar’’ que la denunciada efectuó una parada no autorizada, no obstante, 

perdura un innegable episodio perjuicioso en la salud del denunciante. Lo anterior se 

detalla en el siguiente cuadro, con episodios no necesariamente sustentados, elaborado 

en orden cronológico y en base a los relatos de las partes que fueron recogidos por la 

Sala: 

 

 

7 Véase páginas 5 a 7 del presente trabajo. 
8 TEXTO ÚNICO ORDENADO DE LA LEY 27444 – LEY DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

GENERAL, APROBADO POR DECRETO SUPREMO 004-2019-JUS. Artículo IV. Principios del procedimiento 

administrativo. 1.11. Principio de verdad material.- En el procedimiento, la autoridad administrativa competente deberá 

verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá adoptar todas las medidas 

probatorias necesarias autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los administrados o hayan acordado 

eximirse de ellas. 
9 TEXTO ÚNICO ORDENADO DE LA LEY 27444 – LEY DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

GENERAL, APROBADO POR DECRETO SUPREMO 004-2019-JUS. Artículo IV. Principios del procedimiento 

administrativo. 1.3. Principio de impulso de oficio.- Las autoridades deben dirigir e impulsar de oficio el procedimiento 

y ordenar la realización o práctica de los actos que resulten convenientes para el esclarecimiento y resolución de las 

cuestiones necesarias. 
10 Véase páginas 16 a 18 del presente trabajo. 
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Figura 1 

 

Secuencia de hechos ocurridos 

 
Inicia el 

recorrido del 
bus Lima - 

Talara a horas 
4:00 pm. 

 

 
A la altura de Reque 

(entrada a Chiclayo), se 
pone en conocimiento del 
mal estado de salud del 

denunciante, siendo 
trasladado por el chofer al 

centro médico. 

 
 
 

 
El denunciante 
es llevado a su 

domiclio en 
Talara. 

 
 

Suceso desconocido 
ocurrido en la 

madrugada que origina 
el mal estado del 

denunciante durante el 
trayecto del bus. 

Derivado por 
indicaciones 
médicas al 
Hospital de 
Essalud de 
Chiclayo. 

 

Considerando lo expuesto, es admitido por ambas partes que el denunciante abordó 

uno de los buses de la empresa denunciada con destino a la ciudad de Talara, teniendo 

como hora de salida las 16:00 horas, posteriormente y ya pasando Trujillo, a horas de la 

madrugada es donde se da aviso por parte de los pasajeros a los choferes del bus del mal 

estado de un señor. El segundo momento de la línea de tiempo previamente presentada, 

es una interrogante planteada y latente que no se ha esclarecido en ningún momento. 

 

Inclusive, la Sala al analizar el presente caso toma como razonamiento positivo una 

‘inmediata atención’’ por la empresa al denunciante posterior a su mal estado de salud11, 

siendo así, resulta incomprensible entender la omisión relacionada a qué originó el 

presunto dopaje durante el servicio prestado por la denunciada. 

 

(Díaz, 2021) refiere que ‘’la actuación de las pruebas de oficio a cargo del juez, antes 

que dañar la imparcialidad del mismo, procura encontrar la verdad en el proceso; interés 

que además es el de las partes, de la sociedad y del Estado’’. (p. 860) 

 

Por lo tanto, a mi criterio, al momento de resolver, no se contaba con los suficientes 

elementos para llevar a cabo una decisión final en ese extremo, correspondiendo devolver 

el expediente a la Comisión a efectos de emitir un nuevo pronunciamiento con los 

suficientes elementos probatorios. 

 

iii. REVOCAR la Resolución N.º 0294-2019/INDECOPI en el extremo que declaró 

fundada la denuncia interpuesta por el denunciante contra la empresa denunciada, 

por infracción a los artículos 18° y 19° del Código, y, en consecuencia, se declara 

infundada, en virtud que no se acreditó que la empresa denunciada omitió en 

 
11 Tercer extremo de la Resolución N° 3678-2019/SPC-INDECOPI, emitida en virtud del presente caso. 
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brindar una atención inmediata al denunciante, así como lo haya abandonado en 

la puerta de su domicilio sin contactarse con sus familiares. En ese sentido, se 

deja sin efecto la multa impuesta, la medida correctiva ordenada, la condena al 

pago de las costas y costos y la inscripción de la denunciada en el Registro de 

Infracciones y Sanciones del Indecopi. 

 

Posición: 

 
Respecto a este extremo resuelto por la Sala, demuestro nuevamente mi 

discordancia. En ese sentido, utilizaré un criterio negativo frente al análisis efectuado 

por dicho Colegiado, en base a lo siguiente: 

 

En principio, cabe reiterar lo dispuesto por el artículo 104° del Código respecto a la 

carga de la prueba, en donde primero corresponde al consumidor acreditar la existencia 

de un defecto en el producto o servicio, para después imponer la obligación de probar al 

proveedor que no es responsable por la falta de idoneidad del producto o servicio. Sin 

embargo, la idoneidad únicamente no se mide sobre el producto ofrecido o el servicio 

prestado, sino con todas aquellas condiciones que los proveedores ofrecen juntamente 

con sus pretensiones principales. 

 

En esa línea, es importante agregar que la misma Sala en su fundamento 40 expreso 

que no resulta controvertido que el denunciante no se encontraba en un buen estado de 

salud, por lo que requería de atención médica, correspondiendo evaluar si la denunciada 

brindó o no una atención inmediata y si lo abandonaron en la puerta de su vivienda. 

 

Al respecto, se evidencian dos momentos abordados por la Sala en ese extremo: i) 

‘’omisión de brindar una atención inmediata al denunciante’’ y, ii) ‘’el abandono en la 

puerta de su domicilio sin comunicarse con sus familiares’’. 

 

Con relación a no haber brindado una atención inmediata al denunciante, la Sala a 

efectos de sustentar su posición, analizó y consideró como elementos ofrecidos por la 

empresa denunciada, el ‘’Informe/Descargo Piloto’’, los descargos formulados por la 

empresa denunciada y la Receta Médica Múltiple. 

 

De la complementariedad recogida por ambos relatos, se concluye que, en virtud del 

llamado de los pasajeros, el personal de la denunciada puso en conocimiento de la Central 
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de Monitoreo para posteriormente movilizar al denunciante a la posta de Reque y, por 

indicaciones médicas, finalmente al Hospital de Essalud de Chiclayo Almanzor 

Aguinaga Asenjo. 

 

No obstante, de la verificación a los elementos analizados por la Sala para declarar 

infundada la denuncia en ese extremo, no se evidencia más que alegaciones de parte 

(como lo indicó la denunciada en su momento frente a lo descrito por el señor en su 

denuncia). Es más, lamentablemente, de la revisión presente a la ‘’Receta Médica 

Múltiple’’ ofrecida como medio probatorio por la denunciada no se logra visualizar texto 

respecto al paciente o, al menos, descripción referida a este12, aunado a que fue emitida 

por el Hospital de Essalud de Chiclayo, es decir, podría en todo caso referirse a la 

atención médica brindada en ese centro, más no en la Posta de Reque13. 

Asimismo, de la revisión a los descargos formulados por la denunciada y tomados 

en consideración por la Sala al momento de resolver, se indicó que, al tomar 

conocimiento de lo sucedido, los choferes del bus comunicaron a la Central de Monitoreo 

para posteriormente trasladar al denunciante a la Posta de Reque. 

 

Al respecto, es reiterativo indicar que no existe comunicación por parte del Centro 

de Gestión y Monitoreo de la Superintendencia de Transporte Terrestre de Personas, 

Carga y Mercancías (Sutran) relacionado al presente conflicto, teniendo como principal 

punto de partida el bus de la empresa denunciada. Por lo que su pronunciamiento con los 

documentos sustentatorios pudo esclarecer el panorama y llegar a una decisión 

debidamente motivada. 

 

Finalmente, el documento ‘’Informe/Descargo Piloto’’ ofrecido por la denunciada 

en sus descargos, fueron suscritos por los choferes del bus al día de ocurrido los hechos, 

lo que no sustenta las afirmaciones formuladas por la denunciada, únicamente genera un 

clima de respaldo y complementariedad, además de personificar como trabajadores a 

dicha empresa. 

 

 
 

12 Si en su momento, por la diferencia en la calidad del expediente se lograba visualizar el documento, resulta extrañar no 

describir por lo menos, su contenido o el detalle al documento (como la fecha, identificación del paciente, entre otros datos). 
13 En ese sentido, no puede considerarse como verídico lo alegado por la denunciada al ‘’haber brindado una atención 

inmediata al señor J.G.P.’’, puesto que no hay acreditación respecto a la Posta de Reque, que, por proximidad según el 

análisis de la Comisión y Sala era la debida para el denunciante, además que no se logra distinguir el supuesto documento 

que acredita la atención en el Hospital de Essalud de Chiclayo. 
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Por su parte, como segundo momento abordado por la Sala en el presente extremo 

que declaró infundada la denuncia, se indicó el presunto abandono sufrido por el 

denunciante por parte del chofer de la denunciada, al haberlo dejado en la puerta de su 

vivienda y sin contactarse con sus familiares. 

 

Del análisis a la Resolución emitida por el Tribunal en el presente caso, se evidencia 

claramente que no existe desarrollo al respecto, al contrario, se concluye que al no 

haberse acreditado tal hecho (únicamente en un párrafo) se debe declarar infundada la 

misma en ese extremo. 

 

En ese sentido, como ya se ha explicado en párrafos precedentes, existe una evidente 

falta de elementos y medios probatorios que coadyuven a esclarecer los hechos. Frente a 

ello, es necesario volver a traer a colación lo respectivo a la teoría de la carga dinámica 

de la prueba, no valorado por la Sala al momento de resolver. Esto último se desarrolla 

considerando el mal estado del denunciante con la poca probabilidad de que guarde 

medio probatorio o elemento que cause indicios frente a sus alegaciones (incluso pese a 

que correspondía ya la carga de la prueba a la denunciada). 

 

Resaltando el estado del denunciante, es necesario plantear los hechos de una forma 

más práctica, es decir, considerando tal estado, no sería apropiado que pueda dejarse a su 

suerte en la puerta de su domicilio, sin antes haberse comunicado con sus familiares o al 

menos constatar que ingresó a su vivienda. Relatos que no han sido si quiera abordados 

en los descargos formulados por la denunciada o en el documento ‘’Informe/Descargo 

Piloto’’ suscrito por los choferes del bus. 

 

En definitiva, interrogantes que no han sido debidamente abordadas por la Sala en la 

presente Resolución, lo que conlleva a un análisis débil e inconsistente de elementos e 

indicios que sustenten tanto, alguna infracción, como una negativa hacia ella. 

 

4. CONCLUSIONES 

 
• Las normas generales respecto a protección al consumidor son aplicables en materia de 

transporte y tránsito terrestre, siendo competente la Comisión de Protección al 

Consumidor del Indecopi a efectos de velar por la idoneidad y transparencia de la 

información recepcionada por los consumidores. 
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• Al resolver los extremos de la denuncia a favor, la Comisión efectúo un incorrecto 

análisis en el presente caso, en razón a una evidente insuficiencia de elementos 

probatorios y habiendo calificado de manera forzosa, incluso, diversos medios 

probatorios que obran en el expediente administrativo como ‘’indicios’’. 

 

• En el caso materia de autos, debido a la complejidad, debió incorporarse a mi criterio, 

elementos probatorios, ya sea como destinatario a la denunciada (al encontrarse en una 

mejor posición con el manejo de la información), como constituir, convenientemente, 

requerimientos de información a diversos agentes, en virtud de los principios de 

impulso de oficio y de verdad material, establecidos en los numerales 1.3 y 1.11 

respectivamente, del artículo IV del Texto Único Ordenado de la Ley N.º 27444, Ley 

de Procedimiento Administrativo General. 

 

• La medida correctiva solicitada por el denunciante ascendente a la cantidad de S/ 15 

000,00, al ser un carácter indemnizatorio, resultaba improcedente en sede 

administrativa. Concordando con lo resuelto por la Comisión en dicho apartado. 

 

• Por otro lado, si bien la Sala construyó un análisis estricto en base a los medios 

probatorios ofrecidos por el denunciante, no obstante, resultó impreciso respecto a lo 

formulado por la empresa denunciada y lo presuntamente probado por esta, dejando 

latentes las principales interrogantes sobre lo sucedido con el denunciante (si se efectuó 

una parada no autorizada y, si producto de ello ingresó un pasajero desconocido que 

provocó el mal estado de salud del señor J.G.P.). 

 

• El criterio manejado en el presente trabajo es enfocado a una crítica a ambas 

resoluciones. Por un lado, se demuestra una falta de medios probatorios para resolver 

(pese a lo forzoso para fallar a favor por parte de la Comisión), y por el otro, el estricto 

análisis de la Sala deja en vulneración el fondo del asunto. 

 

• En esa línea, mi posición es contraria a lo resuelto por ambas instancias (tanto la 

sanción, como el registro, la medida correctiva brindada por la Comisión como lo 

infundado declarado por la Sala), debido a la carencia de elementos de convicción, por 

lo que en el presente expediente se debió recolectar e incorporar mayores medios 

probatorios. 

 

• Sin perjuicio de lo anterior, resultó interesante analizar la conducta del denunciante en 
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el presente procedimiento administrativo, el mismo que resalta su individualidad frente 

a una omisión de asesoría legal. Esto último debido a la notoria diferencia que pudo 

haber existido en el de contar con apoyo legal ya sea en la recopilación de medios 

probatorios, como en los escritos plasmados y dirigidos a la Comisión o Sala. 

 

• Considerando lo anterior y partiendo desde la Resolución N.º 01 emitida por la 

Secretaría Técnica de la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Piura, se 

evidencia la actuación procesal por parte de la denunciada en el escaso ofrecimiento de 

medios probatorios que puedan sustentar oportuna y debidamente su posición. 
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6. NORMATIVA REVISADA 

- Constitución Política del Perú. 

- Ley N.º 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor 

- Texto Único Ordenado de la Ley N.º 27444, Ley del Procedimiento Administrativo, 

aprobado mediante Decreto Supremo N.º 006-2017-JUS, entonces vigente al momento 

del análisis efectuado por la Comisión. 

- Texto Único Ordenado de la Ley N.º 27444, Ley del Procedimiento Administrativo, 

aprobado mediante Decreto Supremo N.º 004-2019-JUS, entonces vigente al momento 

del análisis efectuado por la Sala. 

- Reglamento del Libro de Reclamaciones del Código Protección y Defensa del 

Consumidor, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 011-2011-PCM 

- Decreto Legislativo N.º 807 ‘’Facultades, normas y organización del Indecopi’’. 

- Directiva N.º 006-2015/TRI-INDECOPI ‘’Reglas aplicables para la recepción de 

documentos por medios de transmisión a distancia dirigidos a los Órganos Resolutivos 

del Indecopi’’. 

- Texto Único Ordenado del Código Procesal Civil, aprobado mediante Resolución 

Ministerial N.º 010-93-JUS. 

- Ley N.º 27181, Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre. 

- Reglamento Nacional de Administración de Transporte, aprobado mediante Decreto 

Supremo N.º 017-2009-MTC. 

- Texto Único Ordenado del Reglamento Nacional de Tránsito – Código de Tránsito, 

aprobado mediante Decreto Supremo N.º 016-2009-MTC. 

- Directiva N° 001-2021-COD-INDECOPI ‘’Directiva Única que regula los 

procedimientos de protección al consumidor previstos en el Código de Protección y 

Defensa del Consumidor’’. 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 



 

 

 


